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Derechos Civiles y Políticos

Derecho a la libertad personal

La libertad y seguridad

personales son inviolables,

yen consecuencia: nadie

podrá ser detenido, a menos

que sea sorprendido in fragantí,

sino en virtud de orden escrita

del funcionario autorizado

para decretar la detención,

en los casos y con las

formalidades previstas por la ley.

Artículo 60.1 de la Constitución

de la República de Venezuela

Durante el período analizado Provea re­
gistró un total de 10 mil 517 detencio­
nes arbitrarias, las cuales pueden ser

discriminadas en 8 mil 888 practicadas en
allanamientos u operativos de seguridad, 756
efectuadas en el desarrollo de manifestacio­

nes y 873 por abuso de poder, de éstas últimas
552 correspondieron a la aplicación de la Ley
sobre Vagos y Maleantes (LVM). Las deten­
ciones durante este período disminuyeron un
24,56% en relación con el período anterior,
durante el cual las garantías al derecho a la
libertad personal estuvieron suspendidas (ver
Anexo N° 8).

Los operativos de seguridad implementa­
dos por el gobierno para combatir el auge de
la delincuencia constituyen uno de los princi­
pales factores de violación al derecho a la
libertad personal. A un año de la puesta en
marcha del Plan Integral de Seguridad (PIS),
el gobierno central no ha podido dar cuenta de
sus resultados, más allá del comprobable in­
cremento de la aplicación de la LVM.

Las detenciones contra dirigentes vecina­
les, sociales y militantes de partidos o tenden­
cias de oposición, han disminuido, mante­
niéndose esta práctica contra algunos sectores
específicos; sin embargo, el total de las deten­
ciones por abuso de poder se triplicó en rela­
ción con el período anterior.

Han aumentado las denuncias de deten­
ciones arbitrarias en las zonas fronterizas del

país como consecuencia de la instauración de
los Teatros de Operaciones y la todavía vi­
gente suspensión de las garantías en tales
zonas .
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Plan Integral de Seguridad

Durante el período analizado Provea ha
registrado un total de 8 mil 888 detenciones
arbitrarias ocurridas en operativos masivos de
seguridad, lo que supone un 84,53% del total
de las detenciones arbitrarias registradas du­
rante el período analizado.

El PIS, puesto en marcha en agosto de
1995, "presenta dificultades de ordenjurídi­
co-legal, de infraestructura y de implementa­
ción".6 En su primer año de vida ha perdido
el protagonismo nacional del que gozó duran­
te sus fases de diseño, planificación y lanza­
miento. La fase de implementación ha desbor­
dado la capacidad del Ejecutivo N acional para
atacar los problemas de altos índices delicti­
vos, que no se resuelven aumentando los ni­

veles de represión indiscriminada tal y como
se deriva de las propuestas del PIS.

La implementación del PIS adolece de una
directriz general desde el Ministerio de Rela­
ciones Interiores que unifique una política
global para todo el territorio. De hecho, cada
una de las autoridades de los gobiernos regio­
nales y locales lo interpretan y aplican de
acuerdo a sus propios criterios. Por ejemplo,
en el Edo. Carabobo se efectuaron 3 mil 220

detenciones arbitrarias a lo largo del período
analizado, lo que supone un 30,6% del total
de detenciones arbitrarias; la mayoría de ellas
fueron realizadas en el transcurso de operati­
vos policiales. Hasta el 16.11.95, en el marco
del "Plan Navidad", se habían realizado en

todo el estado Carabobo 144 operativos "con
el fin de brindar protección a la comunidad y
a sus bienes en los últimos dos meses del

año ".7 También en Carabobo, durante el
"Plan Refuerzo", realizado entre el 23.02.96

y el 18.03.96, se efectuaron 48 operativos; en
esa oportunidad, el Secretario de Seguridad
del gobierno regional señaló como "positivos
los resultados de los operativos policiales ".8
Sin embargo, poco tiempo después, el Coronel
Juan Carlos Plaza, comandante general de la
Policía de Carabobo, contradijo esta afirma­
ción declarando a la prensa: "Hay que tomar
en cuenta las innumerables quejas de la comu­
nidad en cuanto a la mala implementación de
los operativos, ya que en diversas oportunida­
des se logra un gran número de detenidos,
pero solo una pequeña parte de ellos están
implicados en delitos ".9

Tal afirmación corrobora la ineficacia de

los operativos en función de combatir el auge
de la delincuencia; pareciera que los cuerpos
policiales miden la efectividad del operativo
en función del número de personas detenidas
en cada oportunidad, intimidando a la pobla­
ción de los sectores más populares, que es
donde se efectúan estas prácticas. De acuerdo
con la Comisión de Política Interior del Sena­

do "".son operativos que conllevan allana­
mientas masivos en los sectores populares
con la idea de intimidar a dichos sectores y
dar la sensación a los sectores de clase media

de eficacia del f¡0bierno en la lucha contra ladelincuencia". O

Los operativo s de seguridad vienen imple­
mentándose desde hace varios años y durante
diversos gobiernos, que bajo el mismo argu­
mento de "poner mano dura contra el hampa"
vienen atropellando a la colectividad, sin lo­
grar brindarle la seguridad que prometen. A
pesar de que la represión estaría encaminada
a frenar el auge de la delincuencia en las
distintas ciudades del país, estadísticas del
Cuerpo Técnico de Policía Judicial (CTPJ)

6 PROVEA:' Situación de los Derechos Humanos en Venezuela Informe Anual Octubre 1994-Septiembre
.l.2..2..i.. pág 45

7 El Carabobeño, 16.11.95, pág. 0-14
8 El Carabobeño, 22.03.96, pág. 0-13
9 El Carabobeño, 11.04.96, pág. O-Última
10 COMISION DE POLÍTICA INTERIOR DEL SENADO. Derechos Humanos Situación de los derechos

Civiles y Políticos Caracas, Septiembre 1996. pág.1

40 •......................................................................... PROVEÚn'f~~~~A~~~I



"...revelan un incremento de los índices de­

lictivos en el {¡oís durante el primer semestre
de 1996 ... ". 1 El programa represivo pro­
puesto por el PIS, destinado a "ubicar fisica­
mente, recoger, recluir y custodiar a los de­
lincuentes adultos mediante la aplicación de
la L VM", 12 pretende legitimar esta práctica de
violación a los derechos humanos. Ya en 1994
Provea identificó esta situación como "... de

carácter endémico y estructural en Venezuela,

que tiene su origen en la institucionalización
de las redadas u operativos de seguridad (..)
Esta política, invariablemente implementada
por todos los gobiernos desde 1983, para ha­
cer frente al auge del fenómeno delictivo (..)
privilegia las operaciones masivas de control
de la ciudadanía residenciada fundamental-

1 b . 1 ,,13mente en as zonas po res o margzna es...
Por otro lado, el PIS propone en sus linea­

mientos generales "poner énfasis en la acción
represiva, incorporando a otros secto­
res ... ".14 Con este objetivo, se han creado en
Caracas los Consejos Integrados de Seguridad
en las parroquias 23 de Enero, La Pastora, El
Recreo, San Juan, Caricuao y Antímano. Esta
figura, que forma parte de los programas ve­
cinales propuestos por el PIS, tiene como
objetivo la participación de la comunidad,
combinando la acción vecinal con la policial
para combatir el problema de la inseguridad.
Tal propuesta pone de manifiesto, una vez
más, la incapacidad de los cuerpos de seguri­
dad del Estado de realizar labores de inteli­

gencia tendientes a atacar el problema de la
delincuencia en toda su dimensión, delegando
en las comunidades la tarea de identificar y
resolver el problema de la inseguridad.

Mas allá de un alto índice de violaciones

al derecho a la libertad personal, y de incon-
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sistencias y contradicciones en las que entran
los funcionarios responsables de su aplica­
ción, son pocos los logros que podrían impu­
tarse al PIS; incluso desde el propio sector
gubernamental la evaluación es negativa. Tir­
so Pinto, Comisionado del Ministerio de Re­

laciones Interiores, responsable del PIS, ha
dicho: "¿Qué resultados hay? ¿Qué resulta­
dos puede haber en una situación como la que
te he descrito? La parte represiva del PIS se

encuentra con que no h? infraestructura
para responder a ella ... ".1

Tal aseveración nos coloca frente a una

carencia de políticas del gobierno central ten­
dentes a atacar el problema de la delincuencia
desde una perspectiva global y respetuosa de
los derechos humanos. Resalta la ausencia de

una propuesta preventiva factible para que el
PIS sea realmente integral y ataque el proble­
ma desde la raíz.

Detenciones individualizadas

Las detenciones producto del abuso de
poder por parte de funcionarios policiales se
incrementaron 3 veces en relación al período
anterior, registrándose durante este lapso un
total de 873 detenciones.

A modo de ejemplo, José Juvencio RON­
DÓN BECERRA (43), vendedor ambulante,
residenciado en Santa Elena de Uairén (Edo.
Bolívar), fue detenido el 16.03.96 por un efec­
tivo de la GN por ejercer la buhonería. Ron­
dón Becerra fue amenazado con ser expulsa­
do de la población si seguía ejerciendo el
oficio. Miguel ESTRELLA y Camada RIVE­
RO, ambos pertenecientes a la etnia Warao y

procedentes del estado Delta Amacuro, fue­
ron detenidos en el terminal de pasajeros del
Big Low Center en Valencia (Edo. Carabo-

11 El Nacional, 18.07.96, pág. D-4.

12 Cf. Provea: Informe Anual 1994 -1995. pág. 45.

13 PROVEA: Situélción de los derechos humanos en Venezuela Informe anual Octuhre 1993- Septiemhre
l22!... pág. 42

14 Provea. Informe Anual 94-95. pág. 44
15 Tirso Pinto en entrevista concedida a Provea. 03.10.96 .
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Continúa la aplicación de la Ley sobre Vagos y
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bo). Funcionarios de la policía estatal les so­
licitaron las cédulas de identidad, que Rivera
y Estrella obviamente no tenían, por lo cual

16
fueron montados en un carro y ruleteados
por varios sectores. Luego de despojarlos de
dos mil bolívares, Estrella y Rivera fueron
dejados en libertad.

Las detenciones indiscriminadas a perso­
nas pertenecientes a los sectores más pobres
de la población destacan a lo largo del período
analizado. Se ha agudizado la práctica de de­
tener sin motivo, haciendo uso de la investi­
dura que ostentan los funcionarios, la utiliza­
ción de la concusión continúa siendo habitual,
y se obvian con frecuencia los procedimientos
requeridos para efectuar una detención con
apego a la legalidad.

Por otra parte, las detenciones motivadas
por razones políticas, que afectan a dirigente
sociales, vecinales y políticos miembros de
partidos o tendencias de oposición, disminu­
yeron. Sin embargo, se mantiene la persecu­
ción contra dirigentes y militantes del Movi­
miento Bolivariano Revolucionario 200

(MBR-200); al menos 31 miembros de esa
organización fueron detenidos en diferentes
ocasiones a lo largo del período analizado.

El 19.04.96 José VILERA, José Antonio
LEÓN, Harold CONTRERAS y Jesús Ma­
nuel VÁSQUEZ, todos activistas del MBR­

200 fueron detenidos por la policía de Sucre
en los alrededores de La California (Caracas),
cuando distribuían propaganda del Movi­
miento. Ese mismo día por la tarde fueron
puestos a la orden de la Dirección de Servicios

de Inteligencia y Prevensión (Disip), donde
estuvieron incomunicados, siendo posterior­
mente puestos en libertad.

En el mes de mayo, el Ministro de Relacio­
nes Interiores, José Guillermo Andueza, anun­

ció el desmantelamiento de un plan subversivo

proyectado por Bandera Roja y MBR-200.
Las detenciones contra activistas del

MBR-200 pueden entenderse como caso em­
blemático de violación al derecho a la partici­
pación política y a la libertad personal. De
acuerdo con el abogado Tarek William Saab:
"este tipo de acción buscaría estigmatizar a
un movimiento o grupo político de oposición.
Los cuerpos de seguridad del Estado intentan
criminalizar las acciones de este grupo, que

actÚa desde la legalidad Varios de sus diri­
gentes son detenidos arbitrariamente de ma­
nera sistemática. Tales son los casos de Luis

ESCOBAR UGASyMiguelMADRIZBUSTA­
MANTE, quienes han sido detenidos
reiteradamente durante el período de Calde­
ra ( ..) dentro del grueso de gente que detie­
nen siempre aparecen ellos. La mayoría de
estas detenciones se hacen en la vía pÚblica,
fuera de sus casas. Normalmente los llevan a
la sede de la Disip, los dejan allí, no los
remiten a ningÚn lugar, todas las detenciones
son sin remisión a los tribunales ... ".17

Luego que resultaran incendiadas varias
unidades de transporte colectivo en algunas
zonas de Caracas, se suscitaron detenciones
que afectaron a los miembros del MBR-200:
Armando GUERRERO (54) fue detenido en
un allanamiento realizado a su residencia en

La Vega (Caracas) el 10.06.96 por funciona­
rios del grupo Brigada de Acciones Especia­
les (BAE) del CTPJ y Disip. Durante los diez
días de su detención estuvo incomunicado.

Nelson BRACCA fue detenido el 10.06.96 y
trasladado a la división contra homicidios del

CTPJ donde permaneció durante 10 días. El
20.06.96 fue puesto en libertad.

El problema social de la delincuencia ju­
venil e infantil, puso de manifiesto, una vez
más en este período, la incapacidad de las
autoridades nacionales y regionales para brin-

16 Esta expresión define una práctica comÚn de los funcionarios policiales, que consiste en dar vueltas en el
vehículo con los detenidos antes de llevarlos a las comisarías. En algunos casos, este recurso de
amedrentamiento no supone la detención posterior de la víctima

17 Tarek William Saab en entrevista concedida a Provea. 30.09.96
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dar a la población seguridad y protección. La
respuesta ante el incremento de delitos come­
tidos por menores de edad, continuó siendo la
restricción del derecho al libre tránsito y la
libertad personal de los menores. La implan­
tación de toques de queda que afectan a me­
nores de edad fue otra vez la medida adoptada
por las diversas autoridades regionales. A las
jurisdicciones en donde se implementó la me­
dida durante el período anterior18 se sumó el
Municipio Libertador, donde el Alcalde An­
tonio Ledezma decretó prohibición de la cir­
culación de menores entre las 10 de la noche

y las 5 de la mañana. Al ser juramentado como
Gobernador de Miranda, Enrique Mendoza
anunció el toque de queda para menores, pa­
sando así al ámbito estadal una medida que ya
había implementado como Alcalde de Sucre.

Los operativos de reclutamiento forzoso
han presentado una disminución en relación
con años anteriores. Sin embargo, también ha
bajado el número de jóvenes que se presentan
de forma voluntaria a prestar servicio militar.
En algunos municipios en donde se había eli­
minado el procedimiento de reclutamiento for­
zoso, éste se ha vuelto a implementar, tal como
es el caso de la Prefectura de Caracas, donde
la Prefecto anterior, Delia Da Silva, había
prohibido esta práctica. En este sentido, Jaiker
Mendoza, asistente Ejecutivo del Prefecto Ra­
món Flores afmnó a Provea: "No estamos de

acuerdo con el reclutamiento forzoso, pero
salimos a solicitar documentos a los jóvenes
cuando no llenamos los cupos requeridos por
el Ministerio de la Defensa ".19

El derecho a la libertad personal se ha
visto afectado en los 16 municipios fronteri­
zos del país, donde permanecen suspendidas
las garantías constitucionales. Tal situación,
justificada por las autoridades como necesaria
para contrarrestar las incursiones de la guerri-
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lla colombiana en territorio venezolano, ha
sido acompañada de la reactivación de los
Teatros de Operaciones y ha devenido en
situaciones que afectan la libertad personal de
habitantes de esas zonas fronterizas. Durante

el período analizado Provea ha recibido de­
nuncias de violaciones a los derechos huma­

nos presentadas por el Comité de Defensa de
los Derechos Humanos del Municipio Páez
(CODEHUM). Los casos presentados solo
cubren esta porción de territorio. El 17.02.96,
luego de que dos efectivos de la Guardia Na­
cional (GN) fueran muertos por la guerrilla
colombiana, fue desplegado un operativo lle­
vado a cabo por el Teatro de Operaciones N°
1, en la zona de La Victoria (Edo. Apure),
durante el cual fue allanada la casa de Yosaida

MARTÍNEZ ROLÓN y de sus hermanas Da­
maris e Iriana MARTÍNEZ ROLÓN, todas

menores de edad, quienes viven solas. Luego
de hacer estallar una granada en el interior de
la vivienda, las tres hermanas fueron detenidas

y llevadas a la sede de la GN en La Victoria,
de allí fueron trasladas a la sede de la policía
estada!. Fueron puestas en libertad luego de 4
días de detención, sin que el caso fuera remiti­
do al Instituto Nacional del Menor (INAM). El
02.05.96, Mauricio AGUILAR (51) fue dete­
nido por una comisión del Ejército. Aguilar fue
despojado de sus documentos y obligado a
caminar descalzo por el monte durante dos
horas. Luego fue llevado a la Escuela de los
Carracas (Edo. Apure) y de allí a La Victoria.

Estas denuncias no suponen la existencia
de un patrón de violaciones masivas a los
derechos humanos en las zonas fronterizas,

pero sí la existencia de excesos que no se
pueden tolerar.

Cabe destacar que nuevamente en el período
analizado, Provea no tuvo conocimiento de la
existencia de ningún preso político en el país.

18 ef. Provea: Informe Anua11994 -1995 pág.46.
19 Jaiker Mendoza en entrevista concedida a Provea. 01.10.96
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Detenciones en manifestaciones

Con respecto a las detenciones realizadas
en el transcurso de manifestaciones, se regis­
tra un incremento del 44,5% en relación al
lapso anterior, pasando de 521 detenciones
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registradas en el período anterior a 756 a lo
largo de éste.

Durante el primer trimestre de 1996 se pro­
dujo una media de 169 detenciones, siendo éste
el trimestre en el que se registraron más deten­
ciones en el transcurso de manifestaciones .
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